
La capitalización de los pobres y de las clases medias de México

Hernando de Soto
Con esta entrega finaliza el estudio de Hernando de Soto sobre la legalidad de la tenencia de la tierra, las
viviendas y de las empresas en México.

En esta parte, el economista peruano identifica a las empresas extralegales mexicanas y calcula la
importancia económica de las mismas. Asimismo revisa el marco legal vigente para la acción económica
de las micro, pequeñas y medianas empresas en el país destacando que la enorme mayoría de aquéllas
operan en la extralegalidad debido a procedimientos legales costosos y lentos.

IV. Identificación de empresas extralegales en México y estimación de su importancia económica
Definición de empresa extralegal
Se consideran empresas extralegales aquellas unidades económicas que por operar fuera del sistema
legal o por no poder acceder a mecanismos institucionales de la actividad económica, están impedidas de
progresar y alcanzar su máxima rentabilidad pues no pueden: a) acceder a créditos bancarios; b) ampliar
sus mercados para aprovechar economías de escala; c) acceder a seguros para cubrirse de riesgos; d)
penetrar mercados internacionales a través de exportaciones; e) acceder a la responsabilidad limitada,
controlando riesgos y obligaciones; f) utilizar contratos seguros y ejecutables, y acceder a mecanismos
que resuelvan eficientemente conflictos comerciales.

El flujograma 11 presenta los trámites para que varios individuos puedan acceder legalmente a una
sociedad e iniciar las operaciones de su empresa. Como se aprecia, ello significará la realización de 126
pasos administrativos con una duración de 531 días.

Experiencia del ild acerca de la actividad empresarial extralegal
La experiencia acumulada por el ild en sus estudios sobre la actividad empresarial extralegal de diversos
países en desarrollo, indica lo siguiente:

a) Un elevado porcentaje (en la mayoría de los casos superior a 80%) de las pequeñas empresas de esos
países no cumple con las regulaciones establecidas para la operación legal de las mismas. Como
resultado de ello, dichas empresas no tienen existencia legal y ello restringe severamente sus
posibilidades de incrementar la productividad, su capacidad de producción y sus índices de rentabilidad.

Estas empresas deben ser clasificadas como extralegales pues no tienen acceso a mecanismos
institucionales que les permitan capitalizar sus activos, pero obtendrían beneficios significativos con la
puesta en marcha del Programa de Capitalización diseñado por el ild.

b) Las posibilidades de crecimiento y prosperidad no son significativamente mayores para el reducido
número de pequeñas empresas que sí operan legalmente y cumplen con las regulaciones establecidas
para ello. La razón es que los mecanismos institucionales que debieran facilitar la actividad económica y
promover incrementos de productividad, capacidad de producción e índices de rentabilidad, funcionan
muy deficientemente y no están al alcance de esas empresas.

En consecuencia, estas pequeñas empresas aunque sí operan legalmente deben ser clasificadas como
extralegales pues no tienen acceso a mecanismos institucionales que les permitan capitalizar sus activos;
pero podrían, también, beneficiarse con el Programa de Capitalización diseñado por el ild.

c) Incluso las empresas medianas enfrentan, en los países en desarrollo, dificultades significativas y
costos excesivos cuando intentan utilizar los deficientes mecanismos institucionales que debieran
facilitar la actividad económica y promover incrementos de productividad, capacidad de producción e



índices de rentabilidad. Como resultado de ello, muchas empresas medianas se han resignado a no
intentar acceder a las ventajas que les debiera, aparentemente, ofrecer su condición de empresas legales.

Así, estas empresas medianas, aunque operan legalmente, deben ser también clasificadas como
extralegales pues no tienen acceso a mecanismos institucionales que les permitan capitalizar sus activos.
Ellas también podrían obtener beneficios si el Programa de Capitalización diseñado por el ild fuera
puesto en marcha.

d) El poder económico y la influencia política de las empresas grandes les permite, generalmente, "crear
un marco extralegal" que logra superar las deficiencias del marco institucional vigente y poner al alcance
de ellas los mecanismos institucionales requeridos para la capitalización de sus activos. Los costos de
transacción involucrados son elevados pero son más que compensados por las ventajas económicas que
obtienen esas empresas.

En realidad, estas empresas grandes deberían, también, ser clasificadas como extralegales pues no
lograrían la capitalización de sus activos si tuvieran que usar el marco institucional vigente. Sólo lo
logran porque tienen recursos para cubrir el costo de los "procedimientos extralegales" requeridos para
escapar de las deficiencias institucionales existentes.

Sin embargo, son excluidas de la clasificación de extralegales pues pueden capitalizar sus activos,
aunque a un costo elevado. Es importante notar, sin embargo, que estas empresas grandes se
beneficiarían, también, con el Programa de Capitalización diseñado por el ild pues podrían alcanzar el
mismo objetivo (la capitalización de sus activos) pero a un costo menor.

Actividad económica extralegal y deficiencias
institucionales
Al examinar la relación existente entre las actividades económicas extralegales y las deficiencias
institucionales, el ild ha encontrado que las empresas extralegales se ven impedidas de ampliar
actividades y maximizar utilidades debido a que sus propietarios no pueden ejercitar con eficiencia las
siguientes iniciativas empresariales:

a) Probar oficialmente su identidad personal, debido a que, en algunos países en desarrollo, el sistema
que registra la identidad de los individuos funciona con deficiencias. Como resultado, dichos
empresarios deben invertir tiempo y dinero excesivos para obtener los diversos documentos que les
permitirán probar su identidad.

b) Usar sus activos inmobiliarios como garantía para créditos bancarios, debido a que la propiedad sobre
dichos activos no es legalmente reconocida. Como resultado, los valores de esos activos inmobiliarios
son castigados (reducidos) por el mercado y su transferibilidad es restringida.

c) Utilizar sus activos empresariales como garantía para créditos bancarios, pues sus empresas operan sin
satisfacer los requisitos para tener reconocimiento legal. Como resultado, esos empresarios ven
restringida por el mercado su habilidad para elegir las mejores opciones de producción e inversión.

d) Lograr que sus activos inmobiliarios sean aceptados como garantía para créditos bancarios aunque
dichos activos estén adecuadamente titulados y registrados, debido a que los procedimientos existentes
para ejecutar una hipoteca son lentos y costosos. La imposibilidad de usar garantías restringe la demanda
efectiva de crédito de esas empresas e impone obstáculos para su crecimiento.

e) Presentar información financiera adecuada con respecto a su actividad empresarial debido a que no
existen mecanismos institucionales confiables que puedan verificar y certificar dicha información. Como
resultado, los bancos no incluyen a estas empresas dentro de sus clientes potenciales.



f) Comprar equipos, servicios de trabajo e insumos a agentes económicos desconocidos debido a que los
mecanismos institucionales establecidos para ejecutar contratos incumplidos son lentos y costosos.
Como resultado, los empresarios siguen comprando a proveedores ya conocidos y confiables aunque ello
signifique tener que aceptar calidades inferiores y precios más altos.

g) Usar la responsabilidad limitada para protegerse o para obtener financiamiento debido a que las
empresas extralegales no tienen acceso a las ventajas de la responsabilidad limitada. Este impedimento
les restringe el acceso a las mejores opciones de producción e inversión.

h) Expandir sus ventas más allá de las áreas ya conocidas debido a que los mecanismos institucionales
establecidos para ejecutar contratos incumplidos son lentos y costosos. Como resultado, los empresarios
limitan sus ventas a compradores ya conocidos y confiables, perdiendo de esa manera oportunidades
para ampliar sus mercados.

i) Captar fondos para inversión emitiendo acciones o bonos debido a que la información legal y
financiera sobre sus empresas es muy incierta. Por ello, las empresas extralegales se ven forzadas a
operar como unidades económicas crónicamente subcapitalizadas.

j) Acceder a servicios privados especializados en proteger las transacciones. Como resultado, las
empresas extralegales están forzadas a sacrificar transacciones potencialmente rentables.

k) Pagar impuestos predecibles debido a que los procedimientos existentes para estimar la carga
impositiva son usualmente arbitrarios y altamente discrecionales. Como resultado, el sistema estimula a
los empresarios a declarar ingresos inferiores a los reales.

Criterios para identificar a las empresas extralegales
Como indica la sección anterior, las empresas extralegales se caracterizan por no poder realizar, o
hacerlo eficientemente, diversas iniciativas empresariales imprescindibles para capitalizar sus activos y
progresar.

Sin embargo, algunas de las doce iniciativas empresariales identificadas son fundamentales para el
proceso de capitalización de activos; es decir, son la base sobre la cual se puede ir estableciendo y
conectando el resto de iniciativas empresariales para construir paulatinamente el edificio de la
capitalización de activos empresariales.

Por esa razón, al estudiar el universo de empresas existente en un país determinado, con el fin de
identificar aquellas empresas que podrían ser clasificadas como extralegales, no es necesario recoger
información sobre las doce iniciativas empresariales; es suficiente identificar a las empresas que no
pueden realizar eficientemente las iniciativas empresariales fundamentales.

La experiencia del ild indica que son iniciativas empresariales fundamentales aquellas a través de las
cuales un individuo que opera una empresa desea: a) usar sus activos inmobiliarios como garantía para
obtener un préstamo bancario; b) usar sus activos empresariales como garantía para un crédito.

Estas dos iniciativas empresariales requieren que los derechos de propiedad sobre los activos
involucrados estén claramente asignados. Sin embargo, estudios realizados por el ild en diversos países
en desarrollo indican que, con frecuencia, los derechos de propiedad sobre los bienes inmuebles, en un
caso y sobre la empresa, en el otro, no están clara e indudablemente asignados a sus propietarios-
empresarios.

Por esa razón, ni los inmuebles ni las empresas de esos empresarios existen legalmente; es decir, son
extralegales.1
En consecuencia, el ild considera razonable clasificar como empresas extralegales a aquellas cuyos



propietarios no pueden:2
a) Usar sus activos inmobiliarios como garantía para obtener un préstamo bancario, debido a que la
propiedad sobre dichos activos no es legalmente reconocida. Este impedimento puede ser eliminado a
través del Programa de Formalización de Activos Inmobiliarios, diseñado por el ild.

b) Usar sus activos empresariales como garantía para un crédito, pues dichas empresas operan sin
satisfacer los requisitos para ser legalmente reconocidas. Este impedimento puede ser eliminado a través
del Programa de Formalización de Empresas, diseñado por el ild.

En la siguiente sección se describe un procedimiento simplificado para identificar las empresas
mexicanas que pueden ser clasificadas preliminarmente como empresas extralegales.

Identificación preliminar de las empresas extralegales que operan en México
El Programa de Capitalización diseñado por el ild promueve reformas institucionales integrales que
benefician a todos los tipos de empresas. El objetivo es facilitar a empresas pequeñas, medianas y
grandes el acceso a la capitalización de sus activos.

El primer paso hacia la capitalización de activos es la legalización de la operación económica, y la
información estadística y la experiencia indican que la mayoría de las pequeñas empresas mexicanas
opera extralegalmente. La información preliminar indica que un número apreciable de empresas
medianas mexicanas enfrenta dificultades significativas y costos excesivos cuando intentan utilizar los
deficientes mecanismos institucionales que debieran facilitar la actividad económica y promover
incrementos de productividad, capacidad de producción e índices de rentabilidad.

Como resultado de ello, esas empresas medianas se han resignado a no intentar acceder a las ventajas
que les debiera, aparentemente, ofrecer su condición de legalidad. En consecuencia, estas empresas
medianas, aunque operan legalmente, deben ser también clasificadas como extralegales pues no tienen
acceso a mecanismos institucionales que les permitan capitalizar sus activos.

Una reforma institucional integral que, vista desde la perspectiva de las pequeñas empresas, hace más
rentable la operación económica legal que la operación extralegal (porque incrementa en mayor
proporción los ingresos brutos que los costos, ocasionando un incremento en los ingresos netos), es una
reforma institucional eficiente y efectiva pues elimina los incentivos para seguir operando
extralegalmente.

Esta reforma será atractiva para las pequeñas empresas. También lo será para las empresas medianas
pues éstas podrán empezar, casi inmediatamente, a utilizar los mecanismos institucionales de la
actividad económica, debido a la mayor disponibilidad de recursos y contactos que poseen.

Por ello, el criterio preliminar aplicado para identificar a las empresas mexicanas que operan
extralegalmente ha sido incluir en esta categoría a todas las micro, pequeñas y medianas empresas que
no están registradas en la Secretaría de Hacienda y Crédito Público (shcp).

Los resultados fueron los siguientes:

a) Estudios oficiales estiman que 2.3 millones de micronegocios (63% del total) no están registrados en
la shcp. Las microempresas no registradas dan empleo a 29% de la población ocupada. Esto representa
una cantidad aproximada de 9.3 millones de personas.

b) Estudios complementarios indican que los micronegocios y las empresas pequeñas y medianas no
registrados ocupan 47% de la población económicamente activa. Esto representa una cantidad
aproximada de 26.6 millones de personas.



c) Utilizando el número promedio de trabajadores que ocupa cada uno de los tres tipos de negocios
(micro, pequeñas y medianas empresas no registradas) se estimó que el negocio promedio ocupa a cuatro
personas, incluyendo al empresario.

d) Combinando la información anterior, se estimó que existen 6.6 millones de negocios no registrados.

Estimación preliminar del capital muerto en activos empresariales de las empresas extralegales que
operan en México
Los resultados fueron los siguientes:

a) Los 6.6 millones de micro, pequeñas y medianas empresas contribuyen con, por lo menos, 13% del
pib, según el inegi. Es decir, producen anualmente bienes y servicios cuyo valor es, por lo menos,
equivalente a 54 mil millones de dólares.

b) Teniendo en cuenta el valor promedio de los activos productivos (maquinarias, equipos e
instalaciones) que posee cada uno de los tres tipos de negocios no registrados, se estimó que el valor
promedio de esos activos es de 10 600 dólares.

c) Multiplicando este valor por el número promedio de negocios no registrados, se obtuvo el valor total
de los activos.

d) Los 6.6 millones de micro, pequeñas y medianas empresas poseen maquinarias, equipos e
instalaciones cuyo valor es, por lo menos, de 70 mil millones de dólares, que es a lo que asciende el
capital muerto que po-seen en México las micro, pequeñas y medianas empresas no registradas.

Importancia relativa del capital muerto en activos empresariales de las empresas extralegales que operan
en México
Importancia del pib extralegal
El valor de los bienes y servicios producidos anualmente por los micro, pequeños y medianos negocios
excluidos por el sistema legal vigente en México (54 mil millones de dólares) es:

- 11 veces el valor de las ventas netas anuales de cemex (5 100 millones de dólares).

- 8 veces las exportaciones anuales de petróleo crudo
(6 400 millones de dólares).

- 0.5 veces las exportaciones anuales de bienes industriales (108 500 millones de dólares).

Importancia de los activos empresariales extralegales
El valor de las maquinarias, equipos e instalaciones poseídos por las empresas micro, pequeñas y
medianas, excluidos por el sistema legal vigente en México (70 mil millones de dólares) es:

- 3 veces el valor de las entidades paraestatales privatizadas en México (24 400 millones de dólares).

- 1.5 veces el valor de los activos de pemex (46 800 millones de dólares).

- 0.5 veces el valor de los activos de las 100 empresas privadas más importantes de México (136 700
millones de dólares).

En el pasado, México ha hecho un gran esfuerzo para regularizar la tenencia de los predios informales y
legalizar la operación de pequeñas y medianas empresas, los activos más importantes de los menos
favorecidos. Para ello se han repartido millones de certificados de posesión, títulos de propiedad y
autorizaciones para operar negocios.



Sin embargo, la mayor parte de estos documentos no sirven para constituir una hipoteca, obtener crédito,
afianzar una inversión o cumplir funciones adicionales que generen plusvalía. En el mejor de los casos,
los documentos legales que amparan los activos de los mexicanos pueden servir eventualmente para
probar quién es dueño de un activo. Pero, a diferencia de los papeles que documentan la propiedad en los
países avanzados, aquéllos no generan capital, ni permiten poner en marcha más producción: esos
activos son capital muerto.

Ello se debe, entre otras cosas, a que los documentos que dan título a posesión y propiedad no pueden
ser utilizados fácilmente para identificar dueños, condiciones de intercambio, responsables, o transferir
valor, porque no otorgan suficiente seguridad legal. Son extralegales porque no permiten ingresar
totalmente al sistema legal, o porque no son conformes con el uso legal que se le ha dado al activo, o
porque los derechos que otorgan los documentos han sido modificados de facto y no registrados de
acuerdo con la ley.

Así pues, el problema no son los mexicanos sino el sistema legal y administrativo. De una parte, porque
la normatividad del sistema es demasiado complicada y costosa para ser acatada por el grueso de la
ciudadanía. De otra, porque el sistema carece de procedimientos facilitadores.

El presente estudio muestra que los trámites para realizar cualquier transacción dirigida a crear valor
adicional demoran meses o años, y que los costos para culminarlos equivalen a entre ocho y 40 veces la
remuneración mensual del mexicano promedio.

He aquí algunos resultados concretos:

Dificultades para celebrar y registrar transacciones que afectan al tÍtulo de propiedad
Dificultad para el acceso formal a la propiedad sobre la tierra
- El tiempo que demoran los procedimientos de regularización de la propiedad efectuado por las
entidades regularizadoras es el siguiente:

Procedimiento de cresem para regularizar terrenos privados: 45 meses (140 pasos administrativos).

Procedimiento de corett para regularizar terrenos ejidales: 41 meses (96 pasos administrativos).

Procedimiento de la dgrt para regularizar por la vía ordinaria terrenos privados en el D. F.: 29 meses
(189 pasos administrativos).

Cabe señalar que los municipios exigen el pago de cinco años (con carácter retroactivo) del impuesto
predial a los predios regularizados y que la dificultad y duración de los trámites para realizar
transacciones es uno de los factores por los que se informaliza anualmente 10% de lo que se regulariza
- El procedimiento para legalizar el fraccionamiento de predios (en casos de subdivisión y lotificación de
terrenos) demora 12 meses y 144 pasos administrativos a un costo de 8 310 dólares (equivalente a 23
meses de remuneración media total). Este procedimiento es necesario para regularizar la propiedad de
los predios resultantes del fraccionamiento.

- La autorización municipal para construir edificaciones bajo el régimen de condominio (propiedad
horizontal) demora mínimo diez meses y 105 pasos administrativos, a un costo de 12 280 dólares (34
meses de remuneración media total). Por esta razón más de 50% de los inmuebles (predios y
departamentos) en el D. F. no registra a sus actuales propietarios.

- El procedimiento para obtener licencias de construcción y certificados de alineamiento demora nueve
meses a un costo de 3 280 dólares (nueve meses de remuneración media total).



- Para regularizar una construcción efectuada irregularmente se requieren ocho meses y 79 pasos
administrativos con un costo de 2 300 dólares (seis meses de remuneración media total).

- Para acceder legalmente a una empresa en sociedad se requieren 17 meses y 126 pasos administrativos
a un costo de 12 700 dólares (equivalente a 35 meses de remuneración media total).

Dificultad para la permanencia en la legalidad
El trámite notarial para efectuar una transacción (compra-venta, hipoteca, donación, cesión,
servidumbre, derecho de superficie, etc.) sobre derechos de propiedad inmobiliarios demora de siete a 27
meses.

El procedimiento para realizar transacciones sobre inmuebles (compra-venta, donación, constitución de
hipotecas, etc.) demora 24 meses y 126 pasos administrativos a un costo de 2 580 dólares (equivalente a
siete meses de remuneración media total).

De la misma manera, el procedimiento para constituir una hipoteca demora 24 meses y 38 pasos
administrativos a un costo de 7 100 dólares (20 meses de remuneración media total). Cabe indicar que
este procedimiento también es aplicable para reconocer, gravar, modificar o extinguir derechos reales
sobre inmuebles.

El principal obstáculo es la obtención de los requisitos siguientes:

- Comprobante de pago del impuesto predial (últimos 5 años).

- Boleta de pago de servicio de agua (últimos 5 años).

- Avalúo del inmueble, elaborado por ingeniero evaluador registrado (requisito exigido en el D. F., no en
el Estado de México).

- Certificado de zonificación, emitido por el municipio; la expedición demora de 30 días a un año.

- Constancia de no adeudos emitido por el municipio (incluye pago por derechos de mejoras, derechos
de agua, así como la clave y valor catastral).

- Gastos notariales (entre 5% y 8% del valor del inmueble).

- Gastos de registro (6 754 pesos).

Una transferencia sobre el derecho de propiedad requiere cubrir, además de los requisitos antes
indicados, los costos adicionales siguientes:

- Pago del impuesto a la renta por ganancia entre precio de adquisición y precio de venta.

- Pago del impuesto a la adquisición de inmuebles (promedio rango C y D es de 1 500 pesos).

- Los costos de intermediación (notario, corett u otra entidad) en el proceso de regularización son casi
valor cero, y sin embargo los beneficiarios tienen que enfrentar los altos costos para permanecer en la
formalidad.

- El proceso judicial de sucesión hereditaria demora varios años y los costos son altos, sólo las
publicaciones de los edictos (tres) cuestan alrededor de
6 000 pesos.



- El registro de las transacciones es voluntario y declarativo. La hipoteca nace fuera del registro. La
inscripción sólo le otorga publicidad y validez frente a terceros.

- Pueden existir hipotecas ocultas.

- Los inversionistas deben confiar en el estudio del título de propiedad que efectúa el notario.

- En el Estado de México alrededor de 50% de la población no paga impuesto predial. La exigencia de
estar al día en el pago de impuestos relacionados a inmuebles genera informalidad.

- Entre 20 y 30% de las solicitudes de crédito presentadas al infonavit se rechaza por deficiencias del
título de propiedad del inmueble que se pretende adquirir.

Dificultad de ejecutar obligaciones
El procedimiento para ejecutar judicialmente una garantía hipotecaria demora 43 meses y 68 pasos
administrativos con un costo de 11 920 dólares (equivalente a 33 meses de remuneración media total).

Falta de mecanismos
Los obstáculos no son el único problema. Hacen falta los siguientes procedimientos:

- No está regulada la ejecución extrajudicial de la hipoteca.

- No existen regulaciones especiales para construcciones en áreas populares. No se ha expedido una ley
o reglamento nacional de construcciones por lo que cada estado o municipio establece sus propias y
especiales reglas para regular las edificaciones en áreas populares.

- El sistema institucional mexicano no genera incentivos para que la propiedad se mantenga en la
legalidad. El sistema sólo está diseñado para resolver el problema en un solo sentido.

Asimismo, son necesarios instituciones y procedimientos legales y administrativos eficientes para:

- Dar seguridad. No sólo a la posesión sino también a la transacción de activos.

- Definir lo que es propiedad y utilizarla como base para identificar responsabilidad cívica y comercial.

- Utilizar la propiedad como ancla en un programa de aseguramiento y para representar y transferir valor
en general.

- Acceder a y poder rastrear información estandarizada sobre activos y dueños.

- Movilizar, combinar y dividir activos con propósitos productivos.

- Ejecutar contratos a nivel nacional con facilidad y de manera que puedan ser tomados en serio como
contrapartes empresariales en el mercado legal.

- Emancipar a los propietarios respecto de acuerdos locales y componendas parroquiales que restringen
su libertad de acción empresarial.

A diferencia de los estadounidenses, los europeos y los países asiáticos avanzados, los mexicanos siguen
entrampados en la normatividad colonial y romana. Esta fue creada para proteger el patrimonio de unos
cuantos, pero no para facilitar el uso de los activos en manos de muchos en la creación de capital y
mover fácilmente grandes volúmenes de activos.



Falta de estÃndares (dispersión)
En general, se trata de la existencia de numerosas entidades involucradas en el tema de la tenencia y
propiedad de la tierra y en el desarrollo urbano, cuyas funciones no se encuentran coordinadas de manera
eficiente. Por lo que puede ocurrir, por ejemplo que un beneficiario titulado por corett pueda ser titulado
también por cresem.

- Discrecionalidad de cada municipio para establecer reglas y requisitos para la zonificación y
edificación. Por ejemplo, en el Estado de México existe una Ley de Asentamientos Humanos pero no
existe un reglamento de construcciones y cada municipio establece sus propios criterios.

- La zonificación se establece sin criterio de la realidad.

- Las normas sobre edificaciones en zonas populares no son adecuadas a dicha realidad:

- El 30% debe ser área libre,
- Con un número determinado de departamentos,
- Y con garaje interior obligatorio. Los garajes se convierten en tiendas y esto es incompatible con las
normas de zonificación.

- Cada municipio maneja su propio catastro técnico, con criterios propios y sin coordinación alguna.

- Los códigos financieros establecen normas diferentes para cada estado. Por ejemplo, en el Código
Financiero del D. F. se exige el avalúo, que es elaborado por perito valuador registrado, el cual sirve
para determinar el valor comercial del inmueble, que a su vez se toma como base para cobrar impuestos.
Este requisito del avalúo no es exigido por el Código Financiero del Estado de México.

- Diversas formas de inscribir actos y contratos (técnica de registro) en los estados que hace muy difícil
consolidar a nivel nacional la información de registro sobre la propiedad y dificulta el estudio y la
seguridad de la información registral.

- folio real-ficha manual por predio (D. F.),
- papel dito y libros manuales (México, Chiapas),
- archivo de la escritura pública y sin libros (Jalisco, Nuevo León),
- libros y escritura manual (Tabasco, 18 oficinas registrales de Puebla), y
- folio electrónico-sistema de cómputo (Baja California, Guanajuato, cuatro oficinas de registro de
Puebla).

Falta de información
- No existe una base de datos única y confiable. Los inversionistas se ven expuestos a confiar en el
estudio de títulos que efectúa el notario y éste se ve obligado a exigir más requisitos y documentos para
cuidar su responsabilidad. Ejemplo de ello son la licencia de construcción, el certificado de alineamiento
y conformidad de obra, para escriturar transferencias de inmuebles de predios con edificación posterior
al registro del terreno.

- La información sobre los derechos de propiedad se encuentra dispersa entre notarios, el Registro de la
Propiedad, los municipios, las entidades regularizadoras y los propietarios.

- El Registro Público de la Propiedad intenta ser un archivo de alta confiabilidad, pero no lo es (registra
lo que el notario remite). Si el notario es el que califica y si se equivoca, el Registro inscribe mal. El
registrador sólo verifica algunos aspectos de forma y la presentación de documentos y comprobantes.

En el D. F. los notarios son designados por concurso de méritos pero en otros estados su designación se
efectúa directamente por la autoridad de turno.



La gran mayoría de registradores no son abogados, a pesar de que la ley establece que deben serlo.

- La información que tienen los Registros de la Propiedad, sobre derechos de propiedad está
desactualizada:

La inscripción de los actos y contratos es voluntaria y declarativa; falta registrar entre 30% y 40% de los
predios ubicados en el D. F.; en 40% de los inmuebles registrados (predios o departamentos) en el
Registro Público de la Propiedad del D. F. no se encuentran inscritos los propietarios actuales; el acceso
a la información es restringido. No hay cultura de la información en las entidades relacionadas con la
tenencia, regularización y registro de la tierra y derechos inmobiliarios. Por ejemplo, los datos catastrales
y del valor de las construcciones sólo se entregan al propietario, previo pago de derechos municipales, y
estos datos sólo se actualizan con el fin de cobrar impuestos.

La falta de credibilidad en los archivos del Registro Público de la Propiedad, aumentan los costos en las
transacciones por: casos en que el mismo predio está inscrito dos o tres veces a nombre del mismo
propietario; casos en que dos o tres titulares están inscritos como propietarios del mismo predio; técnicas
de registro obsoletas; pérdida de folios, hojas de tomos (más de 100 000 folios extraviados); casos de
superposición.

Los procedimientos judicial y administrativo de inmatriculación generan superposición sobre propiedad
estatal, ejidal o comunal.

- Inexistencia de una base catastral y de un inventario de los predios urbanos registrados en el Registro
Público de la Propiedad del D. F. y del Estado de México.

- Las oficinas de Registro de la Propiedad Inmueble de los estados no están interconectadas.

- En el Estado de México, Puebla, Nuevo León, no se encuentran interconectadas las oficinas de registro
internas del estado.

- Falta de relación técnica y coordinación entre el Registro de la Propiedad Inmueble y el Catastro
Urbano en la mayoría de los estados y en el D. F.

- Desactualización del inventario de bienes del gobierno federal y de los estados.

Conclusiones
La fuerza que obliga a la mayoría de los mexicanos a realizar sus transacciones y a mantener sus
principales bienes (vivienda y empresas) fuera del marco de la ley no es la de su cultura, sino la de su
sistema legal. Este último no les permite utilizar como capital la enorme cantidad de riqueza acumulada
por los más pobres. Los activos acumulados con gran esfuerzo por la mayoría de los ciudadanos tienen
un uso limitado al mundo físico pues no sirven para garantizar préstamos, generar inversión, apalancar
negocios y prestar seguridad a un sinnúmero de funciones comerciales modernas. Son capital muerto.

Éste no es un problema técnico. No interesa cuántas computadoras nuevas se instalen para registrar
activos y transacciones, ni cuántos mapeos se realicen, ni cuántas regularizaciones masivas se lleven a
cabo. Los pobres no podrán capitalizarse si no pueden usar el derecho para combinar activos, establecer
contratos sólidos y limitar pérdidas. Ellos no tendrán la oportunidad de crear riqueza sustantiva mientras
la realidad de sus mercados y negocios esté en conflicto con lo escrito en la ley y en los registros.

Por eso, antes que dar una solución técnica o burocrática al problema, es preciso reformar el sistema
legal.



Este se ha vuelto tan hostil a los pobres que hasta los ciudadanos, cuyos predios y negocios ya han sido
regularizados en una primera instancia, se ven empujados a regresar a la extralegalidad y trabajar a su
sombra, pues los costos de operar legalmente son muy onerosos.

El resultado de todo esto es que los mexicanos están subcapitalizados, porque sus dueños no pueden
acudir a sus activos y a su buena reputación para generar nueva riqueza, pues esos activos sólo son
capital muerto.

La capitalización de los mexicanos es un problema de orden fundamentalmente político, pues para
resolverlo hay que formar los consensos necesarios que modifiquen un sistema legal cuyos beneficios no
llegan a cuatro de cada cinco mexicanos. Se trata de emancipar a los pobres de un sistema institucional
que los discrimina. Esto es una responsabilidad política.

La experiencia histórica muestra que transformar un sistema legal, de modo que pueda integrar a su seno
al derecho espontáneo extralegal que rige las transacciones de la mayor parte de sus ciudadanos, requiere
del liderazgo y de la intervención del jefe de Estado. Es solamente al más alto nivel del gobierno que se
obtiene la perspectiva necesaria para apreciar a cabalidad todos los beneficios de capitalizar a los pobres
y calibrar el impacto que representarán dichas reformas. Y es sólo en esa instancia que se puede
encender la chispa que pondrá en marcha el proceso que romperá la inercia patrimonialista y
mercantilista, para así construir la reforma

Notas
1 En algunos países, las deficiencias institucionales podrían estar impidiendo el acceso a documentos
indudables de identificación personal a un número importante de interesados en dedicarse a actividades
económicas. En este caso esos individuos no existirán legalmente; es decir, serían extralegales. En esos
países es importante considerar como iniciativa empresarial fundamental a aquella de la cual un
individuo que opera una empresa desea probar oficialmente su identidad personal.

2 Si el diagnóstico indica que el país analizado tiene las características descritas en la nota anterior
deberá clasificarse también como extralegales a las empresas cuyos propietarios no pueden probar
oficialmente su identidad personal, debido a que el sistema que registra la identidad de los individuos
funciona con deficiencias.


